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Introducción

El Virreinato de la Nueva España constituía a principios del siglo XIX uno de los territorios más importantes del vasto conjunto de reinos, provincias y posesiones de diferente naturaleza jurídico-política que integraban lo que genéricamente se conocía como Monarquía Hispánica. La Nueva España era una sociedad relativamente próspera. El desarrollo del comercio y de la producción de plata a lo largo del siglo XVIII había convertido a este territorio en una de las principales fuentes de ingresos de la Corona española, sobre todo a partir de la aplicación del programa de reformas político-administrativas y económicas impulsado por los gobiernos borbónicos entre 1760 y 1795. Este conjunto de reformas iba dirigido a redefinir las relaciones de la metrópoli con sus territorios americanos, en general, y con la Nueva España, en particular. Con ello, la Corona pretendía garantizar la defensa de sus distantes posesiones americanas frente a los ataques de otras potencias, en un contexto internacional cada vez más conflictivo; reducir el poder de las elites locales y, sobre todo, crear un sistema económico y fiscal más eficiente, que permitiera maximizar las rentas extraídas por el gobierno metropolitano de sus territorios ultramarinos.

Los gobiernos borbónicos concentraron sus esfuerzos en llevar a cabo una reforma del aparato burocrático imperial que permitiera incrementar el control de la metrópoli sobre el Virreinato, el cual se había relajado considerablemente durante la centuria precedente. El principal resultado fue la creación de un nuevo marco político-administrativo, representado por las intendencias, el cual limitó sensiblemente la autonomía disfrutada anteriormente por las elites novohispanas e hizo posible un aumento de la presión fiscal. La abolición de los alcaldes mayores y de los corregidores puso trabas asimismo a algunos de los mecanismos que habían contribuido a perpetuar la explotación de la población indígena por los grupos dominantes del Virreinato.

La reforma en profundidad de la administración novohispana fue acompañada por una serie de medidas que propiciaron un notable desarrollo económico, centrado sobre todo en el comercio y en la minería. Entre 1765 y 1796 una serie de decretos liberaron gradualmente el comercio del Virreinato con la Península y con el resto de los territorios españoles de América. Paralelamente, las autoridades metropolitanas promovieron el desarrollo de las actividades mineras a una escala nunca vista por medio de la rebaja de los precios del mercurio y de la pólvora, las disminuciones arancelarias a la importación de equipo minero, la concesión de exenciones fiscales a las inversiones en este sector y la fundación de un Tribunal y de un Colegio de Minería. Este conjunto de medidas hizo posible que la Nueva España se convirtiera en pocos años en el principal productor mundial de plata, llegando a producir hacia 1800 el 66% de toda la plata extraída en el mundo.

El desarrollo de la minería y el incremento de la presión fiscal se tradujeron en una multiplicación de los ingresos fiscales a cuenta de la producción de plata –el famoso quinto real–, pero también de los generados por los aranceles a las importaciones de productos metropolitanos o de otras colonias españolas, los monopolios reales, el tributo indígena y por toda una batería de nuevos impuestos establecidos por la Corona. Los ingresos obtenidos por ésta en la Nueva España representaron en 1799 más de 14.000.000 de pesos, de los cuales sólo 4.000.000 se gastaron en la administración y defensa del Virreinato, ya que 4.000.000 fueron destinados a sufragar el mantenimiento del aparato administrativo y defensivo español en el Caribe, las Filipinas y Centroamérica, a través del llamado “situado”, en tanto que otros 6.000.000 fueron transferidos directamente a la metrópoli.

En conjunto, la Nueva España proporcionaba a fines del siglo XVIII dos tercios de la totalidad de los ingresos extraídos por la Corona de sus posesiones americanas. El éxito de las reformas borbónicas en materia fiscal hizo que el papel de los ingresos novohispanos en el sostenimiento del sistema imperial fuera haciéndose cada vez más importante a lo largo el último tercio del siglo XVIII, especialmente a partir de la desintegración del sistema financiero español debido al ciclo casi continuo de conflictos internacionales en los que España se vio envuelta entre 1790 y 1810. En este contexto, la Nueva España no sólo financiaba una parte creciente de los gastos militares de la metrópoli, sino que también cubría el funcionamiento de su propio aparato administrativo y defensivo, así como el de otras partes del imperio español.

Esta situación acabó por agravar los desequilibrios internos de la economía novohispana al tiempo que contribuyó a incrementar el antagonismo ya existente entre criollos y peninsulares.

En relación con el primer punto, el reformismo borbónico provocó un estancamiento de la producción agraria novohispana a causa de la creciente concentración de la inversión en los sectores del comercio y de la minería, mucho más rentables. Ello resultaba especialmente grave en un momento de fuerte crecimiento demográfico, lo que ocasionó periódicas crisis de subsistencia a lo largo del último tercio del siglo XVIII y de la primera década del XIX. Crisis que se vieron además agudizadas por una serie de sequías y malas cosechas especialmente intensas en 1785/86 y 1808/09. La salida masiva de plata –de la que se exportaba más del 90%– acabó generando, por su parte, una aguda escasez de numerario, con el consecuente impacto negativo sobre la producción industrial centrada en los grandes obrajes textiles, así como sobre el comercio interno. Los frecuentes préstamos exigidos por la Corona a fines del siglo XVIII a corporaciones y a particulares novohispanos contribuyeron a acentuar esa falta de liquidez y acabaron por estrangular el crédito en la Nueva España.

Junto a los desajustes económicos, las reformas borbónicas provocaron importantes tensiones en el interior de la sociedad novohispana, tanto dentro de la elite, donde se produjo una acentuación del tradicional antagonismo entre españoles americanos y europeos, como entre importantes sectores sociales sometidos a un proceso de progresiva proletarización. Todo ello provocaría un sordo descontento hacia la metrópoli.

La heterogeneidad étnica de la sociedad novohispana contribuyó a alimentar estas tensiones. La Nueva España contaba en 1808 con una población cercana a los 6.000.000 de habitantes. Los “españoles” representaban alrededor de 1.000.000, entre los cuales habría entre 11.000 y 15.000 peninsulares. El resto de la población se repartía entre cerca de 3.700.000 indígenas y más de 1.300.000 mestizos agrupados bajo la denominación genérica de “castas”.

Los “españoles” constituían la cúspide de la sociedad novohispana. En teoría este grupo estaba conformado por los peninsulares y por sus descendientes nacidos en América, pero en la práctica estaba integrado por una mayoría de personas procedentes de diversos tipos de mestizaje que reclamaban el estatus de blancos en virtud de su educación y riqueza. Las Leyes de Indias no establecían diferencia alguna entre “españoles” americanos y europeos, pero en la práctica existía una discriminación derivada del hecho de que los peninsulares monopolizaban casi todos los cargos importantes de la administración y el ejército virreinales.

Esta situación provocó una creciente rivalidad entre peninsulares y criollos. Estos últimos no sólo eran marginados de los altos puestos de la administración imperial, sino que veían además amenazado su predominio en los cabildos novohispanos a causa de las reformas borbónicas. Este antagonismo llevó a los sectores medios de este grupo, conformados por miembros de profesiones liberales, administradores de haciendas, comerciantes, funcionarios de la administración virreinal y un buen número de clérigos, a desarrollar una identidad diferenciada durante la segunda mitad del siglo XVIII. Esta identidad criolla comenzó a articularse en torno a dos elementos: la reivindicación de un pasado prehispánico mitificado y el culto a la virgen de Guadalupe como elemento distintivo del catolicismo novohispano. Los escritos del jesuita Francisco Javier Clavijero o de Fray Servando Teresa de Mier recogieron y sistematizaron las bases de este sentimiento particularista criollo, todavía difuso, a cuya génesis y propagación contribuyeron notablemente los jesuitas americanos que, antes de su expulsión en 1767, habían monopolizado prácticamente la formación de la elite criolla novohispana.

Los indígenas constituían todavía a principios del siglo XIX la mayor parte de la población novohispana, pese a que una buena parte de este grupo –aquellos que vivían en las ciudades, así como los que trabajaban en haciendas y obrajes– podían ser considerados como mestizos, al menos desde un punto de vista cultural. La mayor parte, no obstante, vivían segregados casi por completo del resto de la sociedad novohispana, aislados en sus propias comunidades, conservando su lengua y sus costumbres ancestrales. No sujetos al servicio militar ni al diezmo estaban en cambio obligados al pago de un tributo personal. La supresión de los alcaldes mayores y de los corregidores por el visitador José de Gálvez mejoró un tanto sus condiciones de vida, pero no logró acabar con su explotación por blancos y mestizos. Pese a ello, las comunidades indígenas prefirieron, por lo general, canalizar sus reclamaciones a través de los cauces legales creados para ellos por las Leyes de Indias. No sucedería lo mismo en aquellas regiones, como El Bajío, en donde las reformas borbónicas desestructuraron fuertemente a las comunidades indígenas tradicionales, al atraer a muchos indígenas a las ciudades y reales de minas. Estos indígenas desarraigados serían los que engrosarían masivamente las filas insurgentes en 1810.

Finalmente, las denominadas “castas” englobaban a los mestizos procedentes de una multiplicidad de cruces entre españoles, indígenas, africanos e incluso asiáticos. Existía, por tanto, una diversidad de mezclas étnicas, categorías que, sin embargo, nunca tuvieron un verdadero carácter jurídico, ya que desde un punto de vista legal los mestizos eran iguales a los españoles, si bien siempre estuvieron postergados social y económicamente. Este grupo representaban un cuarto de la población total y constituía gran parte de la masa laboral del Virreinato, tanto en las minas, como en las haciendas y obrajes.

Las transformaciones económicas y las cíclicas hambrunas que tuvieron lugar durante el último tercio del siglo XVIII provocarían la proletarización de un buen número de pequeños propietarios y comerciantes pertenecientes en su mayoría a este grupo. Un escalón más abajo, los sectores desempleados formaban un lumpen proletariado de carácter turbulento que malvivía en el extrarradio de los principales núcleos urbanos y de los reales de minas de la Nueva España. Tras el fracaso de los intentos criollos para conseguir la autonomía del Virreinato entre 1808 y 1810, estas “castas” constituirán la base del violento movimiento independentista de carácter étnico y social desencadenado a partir de 1810 por el cura Miguel Hidalgo.

Como vemos, a fines del siglo XVIII existía en la Nueva España un panorama de gran conflictividad social. La situación no dejaría de empeorar durante los primeros años de la nueva centuria. La incapacidad española para poner fin al bloqueo naval británico y permitir de este modo la reapertura del tráfico comercial con la Nueva España –prácticamente interrumpido entre 1796 y 1808– incrementó aún más el desafecto hacia la metrópoli. Con todo, serían los efectos de la Real Cédula de Consolidación de Vales de 1804, aplicada en la Nueva España a partir de septiembre de 1805, los que llevarían a su máxima expresión las tensiones en el interior de la sociedad novohispana.

La medida, dictada por la angustiosa situación de las finanzas metropolitanas, suponía el traspaso a la Corona de los préstamos contraídos por los particulares novohispanos con la Iglesia, la cual funcionaba prácticamente como única institución de crédito en la Nueva España. La Cédula establecía la obligatoriedad de devolver a la Corona a corto plazo el importe de dichos préstamos –consignados en vales, de ahí el nombre de la misma– bajo la amenaza de una inmediata expropiación de las propiedades que constituían la garantía de los mismos.

La aplicación de la Real Cédula de Consolidación, encomendada a una junta presidida por el propio virrey, José de Iturrigaray, consiguió recaudar en poco tiempo la enorme cantidad de 10.500.000 de pesos para la Corona, pero incrementó notablemente el malestar de amplios sectores de la sociedad novohispana, cada vez más conscientes de los perjuicios generados al Virreinato por la política metropolitana. Esta vez el descontento fue casi general, pues los peninsulares se vieron fuertemente perjudicados por una medida que afectaba a más del 90% de las propiedades novohispanas. Los más afectados fueron, sin embargo, varios miles de pequeños y medianos propietarios, mayoritariamente criollos y mestizos, que no fueron capaces de devolver el monto de sus deudas y vieron expropiadas sus propiedades. La rigidez del virrey a la hora de aplicar la Real Cédula de Consolidación tuvo además el efecto añadido de contribuir a la impopularidad de la persona encargada de la ejecución de la ley, sobre todo entre los peninsulares, que gestionaron sin éxito ante Iturrigaray que se los exceptuara de su aplicación al no ser naturales de ese reino. Como veremos más adelante, este hecho sería decisivo a la hora de explicar la hostilidad del grupo peninsular hacia el virrey durante la crisis de 1808.




1. La crisis de la Monarquía Hispánica en el Virreinato de la Nueva España

1.1. La invasión francesa y el movimiento juntista en España

España enfrentó durante el reinado de Carlos IV una crisis de naturaleza interna y externa. El detonante de ambas crisis hay que buscarlo en el impacto de la Revolución Francesa sobre la compleja dinámica interior y exterior del país. En el interior, el repliegue de las políticas reformistas ante el temor al contagio revolucionario puso de manifiesto los límites del reformismo borbónico, en una España que seguía anclada en viejas formas de vida y de organización social. En el exterior, la ruptura del equilibrio entre potencias provocaría una política internacional errática que, en definitiva, acabaría produciendo la interrupción de las comunicaciones con los territorios americanos, la quiebra de la hacienda pública y la progresiva conversión de España en un Estado satélite de Francia, como puso de manifiesto el Tratado de Fontainebleau, firmado en octubre de 1807, que establecía el tránsito por la Península de un cuerpo expedicionario francés destinado a la conquista de Portugal.

Esta doble crisis, interna y externa, se vio agudizada a principios de 1808 por una crisis dinástica que acabaría precipitando la intervención francesa en España. En el origen de esta crisis se encontraba el antagonismo entre la alta nobleza y el valido de Carlos IV, Manuel Godoy. Los descontentos se aglutinaron en torno al príncipe de Asturias, quien trató de conseguir el respaldo de Napoleón emparentando con la familia imperial. La conjura fue descubierta en octubre de 1807, pero Carlos IV se limitó a desterrar a varios de los implicados.

Mientras tanto, las tropas francesas destinadas a invadir Portugal comenzaron a ocupar las principales ciudades del norte de España de acuerdo con los proyectos secretos de Napoleón para anexionar a Francia las regiones al norte del Ebro. El desconcierto creado por el rápido despliegue de las tropas napoleónicas por la Península sería aprovechado por el partido fernandino para organizar una revuelta palaciega. El 17 de marzo los conjurados arrancaban a Carlos IV la destitución del favorito tras el denominado Motín de Aranjuez. Dos días después, el débil monarca abdicaba en su hijo, pero sólo para retractarse poco después, aduciendo que había sido despojado de la corona por la fuerza. Ello abrió una grave crisis de legitimidad en un momento en que los presuntos aliados franceses ocupaban por sorpresa buena parte del país.

Fernando VII fue recibido de manera entusiasta a su entrada en Madrid el 24 de marzo. Un día antes había llegado a la capital al frente de 30.000 soldados franceses el mariscal Murat, cuñado de Napoleón y su lugarteniente en España. El nuevo monarca había sido reconocido por el Consejo de Castilla, pero en la presente situación necesitaba el reconocimiento imperial. La crisis dinástica convirtió a Napoleón en el verdadero árbitro de la situación. Ello movi







1.2. Las juntas generales de México y la contrarrevolución peninsular




































1.3. La conspiración de Valladolid
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Mapa de la Nueva España, Siglo XIX. París, Biblioteca Nacional.
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